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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veinticinco (25) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.1133
Hora: 9:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Betty Ríos González en calidad de agente oficiosa de Yolanda Ríos González frente al fallo emitido el 13 de septiembre de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira,  dentro de la tutela instaurada en contra de COLPENSIONES por considerar vulnerado los derechos fundamentales de mínimo vital, vida digna y debido proceso.
2. ANTECEDENTES 
2.1. Informó la accionante que su madre de crianza, la señora Yolanda Mejía de Ríos, contrajo matrimonio con su padre el señor Misael Ríos Ríos quien ya  tenía tres hijos de una relación anterior. De este matrimonio nacieron tres hijos más para un total de 6 hijos que fueron criados por la señora Yolanda.
En su vida adulta sus padres fueron sostenidos principalmente por Rosalba Ríos González una de las hijas del primer matrimonio, quien se encargó de su atención económica y convivio con ellos hasta su muerte en el año 2008.

Al morir, la señora Rosalba Ríos, dejo una pensión de sobreviviente que reclamaba su padre el señor Misael Ríos y de la que derivaba el sostenimiento suyo y de su esposa.

El 14 de enero de 2017 falleció el señor Misael Ríos, por lo que se elevó de manera verbal y por escrito a Colpensiones solicitud pensión de sobreviviente  para la señora Yolanda Ríos, la cual fue negada con base en la circular No 01 del 20 de febrero de 2017.

Manifiesta que su madre de crianza,  Yolanda Mejía de Ríos quedó sin ingresos económicos  para sufragar sus gastos básicos por lo que sus derechos están siendo vulnerados.
Por lo anterior solicitó se ordene a Colpensiones inaplicar los  actos administrativos SUB 91899 del 8 de junio de 2017  y SUB 153523 del 11 de agosto del mismo año y en consecuencia cancele la pensión de sobreviviente desde enero de 2017 a la fecha  (Fls.1-10).
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) Poder especial; ii) Registros civiles de nacimiento; iii) Registro civil de defunción de la señora Rosalba Ríos Gonzales; iv) Partida de bautismo; v) Registro civil de defunción del señor Misael Ríos Ríos; vi) Notificación de resolución; vii) Resolución No. SUB 91899 de Colpensiones; viii) Notificación resolución; ix) Resolución No. SUB 153523 de Colpensiones.   (Fls. 11-25). 
3. RESPUESTA DE LA DEMANDA
3.1. COLPENSIONES 
El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial, indicó que  la ley 797 de 2003, no contempla la posibilidad de otorgar sustitución pensional a los padres de crianza, por lo que no puede otorgar la prestación solicitada. Por otra parte manifestó  que la acción de tutela no es la vía indicada para reclamar la pensión de sobreviviente ya que esta solo procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial y además  resulta improcedente para el reconocimiento de derechos laborales; Tampoco se demostró en la acción de tutela la amenaza de un eventual perjuicio irremediable por lo que tampoco es posible acceder a la acción de tutela como mecanismo de protección transitorio.

Por lo expuesto, solicitó que se desestimara la acción de tutela presentada en contra de la entidad (Fls. 29-33). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de septiembre de 2017 el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió declarar improcedente la acción de tutela promovida por la señora Betty Ríos González como agente oficiosa de Yolanda Mejía de Ríos por considerar que existe otra jurisdicción para ventilar el asunto planteado, además de no existir un perjuicio irremediable que amerite la intervención de un juez constitucional. (Fls. 34-36).
Dicha decisión fue notificada a la entidad accionada el 14 de septiembre de 2017 vía correo electrónico; y al accionante el 18 de septiembre del mismo año (Fls.38-39).

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
El 21 de septiembre  de 2017, estando dentro  del término para hacerlo, la señora Betty Ríos González presentó escrito de impugnación en contra de la decisión  de primera instancia en el que  manifestó que para este  caso los mecanismos que consagra la ley  son ineficaces teniendo de presente que se trata de una mujer de 90 años que queda desprotegida y sin ingresos. Por lo cual la necesidad de que le sea reconocido su derecho a la pensión de sobreviviente es inaplazable pues acudir a otra jurisdicción sería imponer la carga innecesaria de una espera que seguramente por su edad no podría soportar.
Adujo  que la  procedibilidad de la acción de tutela se torna menos rigurosa incluso, para solicitar la protección de acreencias laborales o prestacionales. Frente a las personas de la tercera edad como consecuencia del estado de debilidad manifiesta y teniendo en cuenta  las situaciones en las que se ven  envueltas.

Colpensiones negó los derechos de su madre quien ahora no solo debe sobrellevar la pérdida de su esposo y de quien dependía económicamente, sino que queda desprotegida por el mismo Estado quien por mandato Constitucional tiene la obligación de concurrir en conjunto con la sociedad y la familia a su protección y asistencia, quien hace más gravosa la situación y omite además la protección que merece 
Evocó el artículo 411 del Código Civil Colombiano, que dispone que se deben alimentos al cónyuge y la  sentencia T-199 de 2016 donde se estableció que los alimentos se deben incluso cuando el cónyuge alimentante ha fallecido.

En respuesta a la solicitud de revocatoria directa del acto administrativo SUB 91899 del 8 de junio de 2017 que negó la pensión de sobrevivientes, Colpensiones expidió la Resolución SUB 153529 del 11 de agosto de 2017 donde  niega el derecho pensional invocando la circular No. 1 de febrero de 2017 que ni siquiera ha surtido el acto de publicación conforme al artículo 65 de la Ley 1437 de 2011, razón por la cual la misma no es obligatoria, ya que quien se vea afectado por dicho acto tiene derecho a conocerlo y oponerse al mismo. Por lo que de existir dicha  circular, solicitó inaplicarla ya que para el presente caso es contraria a la Constitución pues atenta contra los derechos fundamentales de mínimo vital y vida digna de una persona de 90 años además se debe  tener en cuenta que fue expedida con posterioridad a los hechos mencionados.
El artículo 47 del Código Civil que estableció la legitimación de los hijos menores del anterior matrimonio de su esposo a través del nuevo vínculo matrimonial que contrajo, no obstante, Colpensiones insiste en negarle los derechos sin considerar  que no cuenta con ingresos económicos que le permitan sufragar sus gastos, solo con el apoyo de sus hijos quienes a su vez tienen otras responsabilidades.

El juez A quo no realiza ningún pronunciamiento sobre la vulneración del debido proceso en el caso bajo análisis y se limita a manifestar que niega el derecho porque existe otra jurisdicción que lo puede atender, apartándose de los derechos Constitucionales cuando es el primer llamado a protegerlos.
Por lo anterior solicita se proteger  los derechos fundamentales de su madre al mínimo vital, vida digna y debido proceso; pronunciarse respecto a la vulneración del derecho al debido proceso y ordenar  a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios Territorial de Occidente(sic), inaplicar los actos administrativos No. SUB 91899 del 8 de junio de 2017 y SUB 153523 del 11 de agosto de 2017. (Fls. 40-49).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:
i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.
5.5. DEL CASO EN CONCRETO

5.5.1. De las pruebas arrimadas a la presente demanda de tutela, se observa que mediante la Resolución SUB 91899 del 8 de junio de 2017 expedida por Colpensiones, se negó a la señora Yolanda Mejía de Ríos el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento de su hija de crianza Rosalba Ríos González y posterior muerte de su cónyuge, señor Misael Ríos Ríos acaecida el 14 de enero de los corrientes, ante la falta de acreditación del parentesco con la afiliada fallecida (Fls. 20-22), motivo que llevó a la actora obrando como agente oficiosa de la señora Yolanda Mejía de Ríos, a reclamar la protección de los derechos fundamentales de su madre al mínimo vital, vida digna y debido proceso.

5.5.2. La Corte Constitucional en la Sentencia T-633 de 2013 señaló los presupuestos procesales y sustanciales de la acción de tutela frente al pago de pensiones; así:

“4. La Corte Constitucional ha indicado que por regla general la acción de tutela resulta improcedente frente al pago de derechos de naturaleza pensional. Lo anterior por cuanto se espera que el interesado formule su pretensión en los escenarios procesales especialmente diseñados por el legislador para dirimir las controversias de esa naturaleza, es decir, ante la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa, según el caso, mediante el trámite ejecutivo respectivo. No obstante, con el objeto de armonizar el alcance de los principios de subsidiariedad de la acción de tutela, y efectividad de los derechos fundamentales, la Corporación ha precisado que en determinados eventos el recurso de amparo procede con el puntual fin de salvaguardar bienes iusfundamentales cuya protección resulta impostergable.

5. Para este propósito el Tribunal Constitucional ha estudiado dos situaciones distintas de procedibilidad: cuando la acción de tutela (i) se interpone como mecanismo principal o; (ii) se ejercita como medio de defensa transitorio, a efecto de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Al respecto, en sentencia T-235 de 2010 [1] la Corte señaló que para que la acción proceda como mecanismo principal y definitivo, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, estos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio implica que, aun existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar la consolidación de un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la vía de tutela [2]. En este último caso, esa comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva.

(…)
7. En sentido similar, el Tribunal Constitucional ha puntualizado que si bien el derecho fundamental a la acción de tutela es predicable de todas las personas (Art. 86 C.P.), en aplicación del artículo 13 superior se debe tener en cuenta que si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad, en condición de diversidad funcional, cabeza de familia, en situación de pobreza, etc.) o de individuos

Que se encuentran en posiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad formal se flexibiliza ostensiblemente, haciéndose menos exigente en razón de la tutela reforzada predicable de estos colectivos.

(…)
8. Esta consideración resulta de la mayor relevancia en el escenario de la acción de tutela contra entidades que han omitido el pago de una pensión, ya que los beneficiarios de este tipo de prestaciones son por regla general personas con determinados grados de vulnerabilidad en razón de (i) su pérdida de capacidad laboral, (ii) el deterioro de sus condiciones de salud producto de los quebrantos propios de la tercera edad o de las enfermedades o accidentes sufridos (pensiones de vejez e invalidez) o; (iii) su condición de desamparo económico en los eventos en que la manutención dependía del asegurado o pensionado que falleció (pensión de sobreviviente). En ese contexto, entonces, exigir idénticas cargas procesales a personas que soportan diferencias materiales relevantes, frente a quienes no se encuentran en estado de vulnerabilidad alguno, puede resultar discriminatorio y comportar una infracción constitucional al acceso a la administración de justicia en igualdad de condiciones.

9. Bajo tal óptica, la procedencia del amparo constitucional dirigido a la protección del mínimo vital mediante el pago de acreencias pensionales adeudadas, debe seguir las siguientes reglas [5]:

10. El procedimiento idóneo para el pago de mesadas es el ejecutivo laboral. Sin embargo, excepcionalmente, la tutela procede para proteger el mínimo vital del afectado, cuya vulneración debe ser analizada de acuerdo con la situación específica del accionante y en relación con el concepto de dignidad humana [6].

11. La cesación prolongada e indefinida de pagos de las mesadas pensionales “hace presumir la vulneración del mínimo vital del trabajador, del pensionado y de los que de ellos dependen”. Efectivamente, se presume que existe una vulneración del derecho al mínimo vital (i) cuando se produzca un incumplimiento prolongado o indefinido de las prestaciones laborales –que generalmente ha sido el que excede dos meses-[7] o; (ii) un incumplimiento, inferior a dos meses, si la prestación es menor a dos salarios mínimos.[8] En todo caso, corresponde a “la entidad encargada de pagar esta prestación, desvirtuar tal presunción”[9], y al juez determinar si la espera en el pago constituye una carga desproporcionada para el solicitante, atendiendo a sus particulares condiciones de existencia. Al respecto la Corte ha precisado que en este ámbito toma relevancia “la menor o mayor capacidad económica de las personas y sus núcleos familiares, máxime si la pensión funciona justamente como un instrumento de sustitución de ingresos en aquellos eventos en que las personas han disminuido o perdido su capacidad laboral, o fallece el afiliado encargado de la manutención de la familia. En ese sentido, son importantes factores como la base salarial sobre la cual realizaron cotizaciones en el último año de servicios los afiliados al régimen de prima media (en adelante RPM), pues en un país caracterizado por enormes inequidades, el salario refleja la condición social a la cual pertenece la persona y su núcleo familiar. Dicho aspecto, aunado a las enormes brechas sociales existentes, se relaciona a su vez con una mayor o menor posibilidad de contar con condiciones difíciles, aceptables o favorables de subsistencia, y con una baja, mediana o alta capacidad de soportar cargas públicas”[10].

(…)
14. El pago de los intereses moratorios de las acreencias laborales no se puede ordenar a través de la acción de tutela, toda vez que es un asunto que involucra aspectos eminentemente legales, como son la valoración y liquidación de intereses[14].

15. El amparo por vía de tutela sólo puede hacerse extensivo al pago oportuno de mesadas ciertas e indiscutibles, es decir, aquellas que han sido efectivamente reconocidas[15], puesto que el juez constitucional no tiene competencia para reconocer derechos sobre los que existe controversia legal. (…).”(Subrayas propias)
5.5.3. Pese a los esfuerzos de la accionante al querer demostrar que la señora Yolanda Mejía de Ríos tiene  afectado su mínimo vital y que por ser sujeto de especial protección por parte del Estado, requiere de la mediación del juez de amparo para hacer valer sus derechos fundamentales, esta Sala observa que la demanda es improcedente por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza prestacional y para solicitar el pago de mesadas pensionales ya que existe un mecanismo ordinario en la jurisdicción laboral, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando se trata de reconocimientos pensionales, tal como lo indicó en la Sentencia T- 158 de 2006, así:
“…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello11. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”12.
5.5.4  En ese contexto, teniendo en cuenta que la accionante cuenta con otro mecanismo judicial para hacer valer los derechos de la señora Mejía de Ríos  y que en el caso sub examine no están dados los presupuestos para que la acción de tutela proceda como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, no puede prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la accionante.
Así las cosas, la Sala reitera que el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, tal como lo indicó desde un inicio la Corte Constitucional en la Sentencia T-225/93 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa), dijo lo siguiente:

“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.14

En relación al concepto del mínimo vital, la Corte Constitucional señaló que este es un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional” (Ver Sentencia T-184 de 2009)
5.5.5 Manifestó la accionante que le Juez de primera instancia no se pronunció respecto a la vulneración del derecho fundamental al debido proceso. Respecto a lo que comprende en sí mismo el derecho fundamental al debido proceso la Corte Constitucional en sentencia T 051 de 2016 dijo:

(…) “El debido proceso comprende: “a)    El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo. b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley. c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso. d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables. e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”(Subrayas fuera de texto).

Si bien la accionante solicita que la sala se pronuncie sobre la vulneración de este derecho respecto de la inexistencia de la circular No. 1 de febrero de 2017 esto no es procedente por cuanto como ya se ha dicho, esta no es la vía para decidir sobre la legalidad del acto administrativo que negó la pensión de sobreviviente solicitada pues esto hace parte de ese estudio de fondo que deberá hacer el juez natural quien tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en el caso  de acuerdo con la naturaleza de los hechos expuestos.
La Corte Constitucional en la Sentencia T-533 de  2016  señaló la naturaleza de la acción de tutela, su carácter excepcional y   como esta no puede ser empleada para sustituir los medios ordinarios de protección existentes que cabe decir han sido creados para el desarrollo y protección de los derechos fundamentales:
“Una situación en la que no se registre la urgencia de la intervención judicial  referida ha de ventilarse a través de los medios ordinarios de protección, sin que puedan ser desplazados por la acción de tutela, ni el juez natural sustituido por el constitucional.

En este punto cabe recordar que, todo el sistema jurídico como derivación de los mandatos constitucionales, está consolidado para desarrollar o proteger los derechos de las personas en Colombia, incluso los de carácter ius fundamental. La tutela no es el único medio que puede emplearse para reivindicar los derechos fundamentales, pues todo el orden jurídico coadyuva a ese propósito; lo que la distingue de las vías ordinarias de acción judicial, entonces es la existencia de una amenaza contundente de los derechos fundamentales que está a punto de ocurrir, al punto en que debe recurrirse al mecanismo de protección más ágil [17].”
En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión de primer nivel.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 13 de septiembre de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por la señora Betty Ríos González en calidad de agente oficiosa de Yolanda Mejía de Ríos, en contra de COLPENSIONES, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.  


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.
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